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INTRODUCCIÓN

México está plenamente comprometido con la labor fundamental que llevan a cabo los órganos del Sistema Interamericano de Derechos Humanos en favor de la promoción y protección de los derechos y libertades fundamentales en las Américas. En esa medida, nuestro país ha participado activamente en todos los procesos de reflexión que han tenido lugar en el seno de la Organización de Estados Americanos con miras a contribuir al fortalecimiento genuino del SIDH.

Con ese espíritu, México participó en el último proceso de reflexión que se centró, principalmente, en el funcionamiento de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.  Lo hicimos conscientes de que nuestras aportaciones como actores dentro del Sistema, y como destinatarios de sus decisiones, son fundamentales, pero no las únicas. 
Creemos que todos los actores y usuarios del  SIDH debemos tener la capacidad, incluso mediante la autocrítica, para avanzar hacia ese fortalecimiento, que nos permita contar con órganos sólidos, eficaces y ciertos que, con base en su autonomía e independencia y mediante el diálogo con los diferentes actores, sea más robusto y cumpla a cabalidad con sus objetivos y 

propósitos esenciales.
Es por ello que reconocemos la sensibilidad y responsabilidad de la CIDH de iniciar su propio proceso de reflexión sobre formas para lograr el perfeccionamiento de su Reglamento, políticas y prácticas institucionales, que ha incluido, entre otras actividades, la presente consulta. Con ello en mente, los aportes que México hace en este documento tienen por objetivos seguir consolidando la labor de la Comisión, y, al mismo tiempo, facilitar a los Estados el cumplimiento de las resoluciones, recomendaciones y decisiones de la CIDH.
En suma, aspiramos y trabajaremos para que este amplio proceso de reflexión que llevan a cabo todos los actores del SIDH apunte hacia órganos afianzados en su universalidad, robustecidos en sus procedimientos, garantizando el pleno acceso a las víctimas, con transparencia y rendición de cuentas, sustentados en una autonomía e independencia, operando con financiamiento suficiente para cumplir sus funciones de manera programada, y, muy particularmente, en un contexto de certeza jurídica para todos los actores vinculados al Sistema.

I. TRAMITACIÓN DE CASOS Y PETICIONES INDIVIDUALES

A) Recomendaciones del Grupo de Trabajo

El Grupo de Trabajo ha destacado la importancia que tiene el sistema de casos y peticiones individuales en la protección de los derechos humanos en la región. En este contexto, destaca que los avances en la consolidación democrática en el continente, la creciente participación y conciencia de los usuarios del SIDH en los distintos Estados, han contribuido a un aumento progresivo en el número de casos y peticiones que se tramitan ante la CIDH. 
Como consecuencia de este aumento, los Estados reconocen que la carga de trabajo para la CIDH ha aumentado considerablemente, lo cual repercute en la eficiencia y agilidad de la tramitación de asuntos, particularmente en lo relacionado con la mora procesal, la dilación del trámite y la reiteración de actos de parte dentro del procedimiento. Consciente de la problemática, México considera que la CIDH debiera ser más rigurosa en la aplicación de los criterios sobre trámite y admisibilidad de peticiones. 

Además, destaca que el Grupo de Trabajo ha considerado que, a pesar de la naturaleza cuasi-jurisdiccional de la CIDH, es posible que el sistema de casos y peticiones individuales brinde una mayor certidumbre jurídica e igualdad procesal a las partes.
B) Observaciones del Estado mexicano respecto al objeto de la consulta
1. Sobre la denuncia 
México considera que, tal como lo ha señalado el Grupo de Trabajo, es importante que la CIDH sea muy rigurosa en la aplicación de los criterios de admisibilidad previstos en su Reglamento, incluida la verificación exhaustiva del agotamiento de recursos internos para evitar procesos paralelos entre instancias nacionales y la CIDH. 
Los criterios de admisibilidad previstos en la Convención Americana y en el Reglamento de la Comisión derivan del principio de subsidiariedad, pilar fundamental en el sistema interamericano para la protección de los derechos humanos. Dicho principio permite a los Estados atender y dar solución a los asuntos de derechos humanos a través de los procedimientos y órganos nacionales. Lo anterior implica el compromiso de la CIDH en modificaciones o reforma a las políticas y prácticas institucionales de la CIDH.
Por otra parte, México apoya la propuesta de mejorar los mecanismos de acceso a expedientes en formato electrónico de las peticiones y casos a los Estados, peticionarios y víctimas a efecto de promover la pronta solución de dichos asuntos. No obstante, resalta que lo anterior conlleva modificaciones a las políticas y prácticas institucionales de la CIDH. 
2. Sobre las excepciones al principio de evaluación inicial por orden cronológico cuando: 
a. las presuntas víctimas son adultos mayores, niños o niñas y es previsible que el transcurso del tiempo privaría a la petición de su efecto útil; 
b. las presuntas víctimas son enfermas terminales; 
c. las presuntas víctimas pueden ser objeto de aplicación de la pena de muerte;
d. la Comisión, a través de la adopción de una medida cautelar, busque prevenir daños irreparables al objeto del proceso en conexión con una petición (artículo 25.1 del Reglamento); 
e. las presuntas víctimas estén privadas de libertad; 
f. la CIDH considere que debido a circunstancias excepcionales, el atraso en un pronunciamiento sobre el fondo del asunto puede privar a la petición de su efecto útil. 

México considera que los cinco primeros supuestos constituyen casos de excepción válidos para privilegiar el trámite de una petición y, en ese sentido, deberían ser incluidos en el Reglamento de la Comisión. No obstante, el sexto supuesto es muy amplio y podría dar lugar a decisiones arbitrarias, por lo que convendría especificar qué otras circunstancias permitirían excepciones al principio de evaluación inicial.

Asimismo, convendría que en aquellas peticiones consideradas y abiertas a trámite con base en las excepciones antes descritas la CIDH hiciera un pronunciamiento explicando y justificando los supuestos que hayan actualizado. 
3. Sobre la decisión de acumulación de admisibilidad y fondo 

Respecto a los criterios que guían la aplicación de la facultad establecida en el artículo 36.3 del Reglamento sobre la acumulación de las etapas de admisibilidad y fondo, el Estado mexicano considera que, al tratarse de una situación excepcional, la CIDH sólo debe recurrir a ella en casos de extrema gravedad y urgencia.  
Adicionalmente, México considera necesario establecer en el Reglamento de la CIDH un mecanismo de consulta con los Estados para que realmente se acredite la existencia de dicha situación en el caso concreto. La fundamentación y motivación de la decisión que tome la CIDH en cada caso es de suma importancia. 
4. Sobre la posibilidad de ampliar el plazo actualmente previsto en el artículo 30.3 del Reglamento de la CIDH (vg. respuesta del Estado sobre la admisibilidad) a tres meses, prorrogables por un mes más; y
5. Sobre la posibilidad de ampliar el plazo actualmente previsto en el artículo 37.1 del Reglamento de la CIDH (vg. observaciones de las partes sobre el fondo) a cuatro meses, prorrogables por un mes más. 
México considera que estas propuestas de reforma al Reglamento serían adecuadas y cumplirían con la recomendación formulada por el Grupo de Trabajo relativa al establecimiento de plazos y prórrogas razonables a los Estados para transmitir observaciones. 
6. Sobre el cumplimiento de las recomendaciones que la CIDH formula a los Estados 

Con respecto a la metodología de seguimiento de la CIDH, el Estado mexicano apoya la propuesta de que la Comisión incluya, en el artículo 46 de su Reglamento, como supuesto para la suspensión del plazo para el sometimiento del caso a la Corte, los siguientes supuestos:

“c. cuando las recomendaciones sean de una particular complejidad que requiera la acción concertada de diferentes ramas o esferas del poder público; y/o; 

d. cuando exista en el ámbito interno un mecanismo legal de implementación de las decisiones de la Comisión.”
7. Otros aspectos:
La CIDH podría ser más cautelosa en dar un debido seguimiento a los asuntos que actualmente se encuentran en trámite y que podrían desembocar en adecuaciones legislativas o medidas generales que atiendan a la problemática base, en lugar de transmitir un gran número de peticiones que versan sobre los mismos asuntos. 

La CIDH podría definir plazos, aunque fuesen indicativos, para cada una de las etapas del procedimiento. Como se refirió en la sesión del Grupo de Trabajo del 20 de septiembre de 2011, es preocupante el retraso en el traslado de los escritos de petición inicial, pues genera una afectación real en la atención de los asuntos. Si bien este aspecto está directamente relacionado con la disponibilidad presupuestaria de la CIDH, podrían incluirse en el Reglamento del órgano plazos indicativos con base en el tiempo promedio de tramitación de asuntos que la CIDH calcula actualmente como parte de su plan de eliminación de atraso procesal.

En cuanto a las decisiones que emite la CIDH para determinar la admisibilidad o el cierre de los asuntos, el Estado considera que éstas debieran estar debidamente fundadas y motivadas, de lo contrario generan incertidumbre jurídica a las partes. En ese sentido, se deberían desarrollar y ampliar los criterios para el archivo de peticiones y casos, incluyendo principalmente aquellos de larga inactividad procesal imputable a los peticionarios, mismos que convendría incluir en el Reglamento de la CIDH.
II. MEDIDAS CAUTELARES
A) Recomendaciones del Grupo de Trabajo

El tema de medidas cautelares fue altamente discutido en las sesiones del Grupo de Trabajo. La facultad de la CIDH para dictarlas ha sido cuestionada por varios Estados, no obstante, México considera que el sistema de medidas cautelares ha sido de gran utilidad para la protección de los derechos humanos de muchas personas.

En ese sentido, sin cuestionar las facultades de la CIDH, México coincide con las conclusiones del Grupo de Trabajo en el sentido de que podrían  perfeccionarse aspectos procedimentales del sistema de medidas cautelares. Asimismo, la CIDH podría establecer reglas más claras para el funcionamiento y operación del mismo, sin que se obstaculice su objetivo último de solicitar de forma ágil la protección del Estado para personas en situaciones que lo ameriten.

B) Observaciones del Estado mexicano respecto al objeto de la consulta
1. Sobre la solicitud de medidas cautelares y su evaluación 
a. Individualización y/o determinación de beneficiarios (arts. 25.3 y 25.8 del Reglamento) 
México no desconoce la facultad de la CIDH de solicitar medidas colectivas, pero estima que su reglamentación actual es insuficiente y podría beneficiarse de mayor amplitud y claridad. Lo anterior incluye una diferenciación de la reglamentación relativa a procedimiento, metodología y toma de decisiones que sigue la CIDH para solicitar las medidas colectivas respecto de la reglamentación empleada para solicitar medidas individuales, dada la naturaleza, gravedad, riesgo e inminencia del daño de las situaciones que justifican ambas categorías.

b. Solicitud de información al Estado: prácticas y excepciones para las solicitudes formuladas por la CIDH (art. 25.5 del Reglamento); 
La solicitud de información al Estado previa a la adopción de las medidas cautelares, tal como lo establece el artículo 25.5 del Reglamento de la CIDH, debe ser la regla general para el otorgamiento de las medidas cautelares. 

México ha tenido algunas experiencias, sobre todo con medidas cautelares dictadas a favor de una colectividad, en las que la CIDH ordena la implementación a favor de un grupo y, por no haber solicitado previamente información, dichas medidas generan mayor fricción entre los grupos en conflicto. 
Es por ello fundamental que, previo a la solicitud al Estado de medidas cautelares de carácter colectivo, la CIDH se allegue, por todos los medios posibles, de información sobre el contexto político, social o económico, entre otros, de la situación de que se trate. Ello es indispensable a fin de asegurar que efectivamente las medidas cautelares colectivas contribuyan a la protección de las personas y no a agravar las circunstancias que privan en tales situaciones.
2. Sobre la decisión respecto de la solicitud de medidas cautelares estructura y contenidos de la decisión de otorgar medidas (arts. 25.1 y 25.2 del Reglamento) 
Tal como lo recomendó el Grupo de Trabajo, el Estado mexicano considera necesario que se definan de manera más amplia y clara los criterios de “gravedad y urgencia” en el Reglamento de la CIDH para fundar la implementación de medidas cautelares.  Podría tomarse como una base sobre la cual elaborar los criterios que ha desarrollado la CIDH en sus informes sobre la situación de las defensoras y defensores de derechos humanos en las Américas.
También se considera que, antes de dictar las medidas, se debe ordenar una evaluación que determine el grado de riesgo con la finalidad de lograr mayor seguridad jurídica. Lo anterior implica modificaciones o adecuaciones a políticas y prácticas institucionales de la CIDH respecto de la determinación del riesgo.
3. Sobre la implementación y vigencia de las medidas cautelares 

Con la finalidad de atender a la naturaleza temporal de las medidas, el Estado mexicano estima fundamental que la CIDH realice revisiones periódicas, de preferencia calendarizadas, sobre la situación que dio origen a la implementación de las medidas. En caso de que el riesgo no persista, debe ordenarse el levantamiento de las mismas.  Para esos efectos, se considera necesario establecer mecanismos de acercamiento de la CIDH a los países que incluyan mayor número de visitas in loco.
Asimismo, convendría revisar, con el fin de simplificar, los procedimientos internos que sigue la CIDH para considerar y decidir sobre el levantamiento o archivo de medidas.   
4. Sobre el término o transformación de las medidas cautelares 

México desea resaltar, una vez más, la importancia de que la CIDH funde y motive, tanto fáctica como jurídicamente, todas sus decisiones para otorgar, revisar y, en su caso, levantar las medidas cautelares. 

Además, se considera necesario prever, dentro de los criterios definidos en el artículo 25 párrafos 7 y 8, como motivo para levantar las medidas, los sugeridos por el Grupo de Trabajo: “la negativa de los beneficiarios a recibirlas, el mal uso que hagan de ellas o el cambio de las circunstancias que las motivaron.”
III. CAPÍTULO IV

A. Recomendaciones del Grupo de Trabajo

El Grupo de Trabajo consideró que deben revisarse los criterios y la metodología para la elaboración del Capítulo IV.  Retomando las preocupaciones manifestadas por varios Estados, recomendó a la Comisión considerar y corroborar por igual todas las fuentes de información, así como que reconozca tanto los avances como los desafíos que presentan los Estados, dándoles oportunidad de expresar su punto de vista sobre las fuentes y la información utilizadas previamente a la inclusión en el Capítulo IV.

Teniendo en cuenta las discusiones sobre la elaboración del Capítulo IV, así como las distintas posiciones manifestadas, se consideró igualmente la posibilidad de explorar mecanismos para que en el Capítulo IV se lleve a cabo una evaluación objetiva e integral de la situación de derechos humanos en el hemisferio, en congruencia con la facultad de la CIDH de promover la observancia de los derechos humanos. 

Por su parte, el Secretario General de la OEA, en su informe señaló que la implementación de las recomendaciones formuladas por el Grupo de Trabajo podría hacerse ya sea a través del propio Reglamento, o a través del Estatuto mediante una decisión de la Asamblea General, relativa a lo siguiente:

a. Revisión de criterios, metodologías y procedimiento para la elaboración del Capítulo IV.

b. Análisis objetivo e integral de la situación de los derechos humanos en todos los Estados de la región, independientemente de que sean Estados parte o no de la Convención.

B. Observaciones del Estado mexicano respecto al objeto de la consulta
La CIDH ha seguido la práctica de incluir un capítulo sobre la situación de los derechos humanos en países miembros de la Organización en el informe anual que presenta a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. Esta práctica se sigue con el objeto de proporcionar a la OEA información actualizada sobre la situación de los derechos humanos en los países que han sido objeto de especial atención de la Comisión, así como evaluar e informar sobre el seguimiento que los Estados hubieran dado a las recomendaciones emitidas por la CIDH. 

Cabe destacar que en el informe anual presentado por la CIDH en 1997, ese órgano interamericano estableció cinco criterios para determinar qué Estados serían evaluados: 

1. Estados regidos por gobiernos que no han llegado al poder mediante elecciones populares, por el voto secreto, genuino, periódico y libre, según normas y principios internacionalmente aceptados.  

2. Estados donde el libre ejercicio de los derechos consignados en la Convención Americana o la Declaración Americana ha sido en efecto suspendido, en su totalidad o en parte, en virtud de la imposición de medidas excepcionales, tales como el estado de emergencia, estado de sitio, suspensión de garantías, o medidas excepcionales de seguridad.  

3. Cuando existen pruebas fehacientes de que un Estado comete violaciones masivas y graves de los derechos humanos garantizados en la Convención Americana, la Declaración Americana o los demás instrumentos de derechos humanos aplicables.

4. Estados que se encuentran en un proceso de transición de cualquiera de las tres situaciones arriba mencionadas.  

5. Situaciones coyunturales o estructurales, que estén presentes en Estados que por diversas razones enfrenten situaciones que afecten seria y gravemente el goce y disfrute de los derechos fundamentales, consagrados en la Convención Americana o en la Declaración Americana. 

En el marco de las reuniones del Grupo de Trabajo, México señaló la problemática que presentan dichos criterios, en particular:

· El tercer criterio debe estar basado en una valoración real de la situación realizada por la misma Comisión con información fidedigna que le sea allegada por los distintos actores del sistema. 

· El quinto criterio es muy general y se presta a la ambigüedad, dejando a los Estados en una situación de incertidumbre jurídica. Con fundamento en el quinto criterio, cualquier Estado podría ser sujeto de un informe de la CIDH, sin que necesariamente se encuentre en una situación grave de violaciones a derechos humanos. El objeto de estos informes es reportar situaciones realmente graves de violaciones a derechos humanos, que deben ser identificadas con criterios muy precisos.   

Por lo anterior, México considera que el proceso para emitir un informe sobre la situación general de derechos humanos se debería dividir en las siguientes etapas:

1. Cuando la CIDH considere que un Estado podría encontrarse en alguna de las situaciones descritas en los referidos criterios, deberá solicitar al Estado un informe sobre dicha situación.

2. En caso de considerar que, efectivamente existe una situación grave de violaciones a derechos humanos en dicho Estado, incluirlo en el capítulo IV del Informe Anual. 

3. Una vez que la CIDH haya publicado el informe, seguiría una etapa de evaluación periódica sobre la situación que dio origen al mismo. En caso de que la CIDH considere que tal situación ya no existe, también se deberán reportar los avances en materia de derechos humanos y la nueva situación del Estado. 

Asimismo, México estima conveniente que los criterios para determinar qué Estados serán evaluados en el informe fueran incluidos en el capítulo V del Reglamento de la CIDH, referente al contenido del informe anual que deberá presentar la CIDH a la Asamblea General de la OEA.   
Finalmente y sin adelantar respuesta alguna, México estima conveniente que, al momento de considerar este tema, la CIDH podría reflexionar, entre otras, sobre las siguientes interrogantes: ¿Cuál es utilidad que tiene la inclusión de ciertas situaciones nacionales en el Capítulo IV del Informe anual para mejorarlas?; ¿De qué manera dicho Capítulo IV impacta positivamente en términos reales en la promoción y protección de los derechos humanos en determinado país? ¿A qué otras herramientas se podría recurrir para alcanzar los objetivos que persigue la conformación actual del Capítulo IV? ¿Convendría 
utilizar el Capítulo IV para?
IV. PROMOCIÓN DE DERECHOS HUMANOS
A) Recomendaciones del Grupo de Trabajo
El Grupo de Trabajo considera que las labores de promoción y aquellas de protección de los derechos humanos que lleva a cabo la CIDH son complementarias entre sí e igualmente necesarias, por lo que resulta deseable mantener el mayor equilibrio posible en los esfuerzos, tiempo y recursos que se les destinan a ambas. 

El Grupo de Trabajo recomendó a la CIDH:

a) Continuar realizando actividades de promoción de derechos humanos en coordinación con los Estados interesados.

b) Colaborar con los Estados en el fortalecimiento de sus instituciones o autoridades nacionales de administración y procuración de justicia, incluyendo la capacitación de sus funcionarios.

c) Contribuir al fortalecimiento de las instituciones nacionales de protección de los derechos humanos, mediante acuerdos de colaboración con las mismas.

d) Procurar mayor difusión de las labores de promoción que lleva a cabo. 

e) Identificar y agrupar, respecto de cada Estado, las problemáticas de mayor incidencia en las peticiones que se le presentan, a fin de colaborar con las autoridades nacionales en la atención de las mismas, procurando encontrar soluciones integrales y duraderas.

f) Prestar asesoría a los Estados para el cumplimiento de las recomendaciones que la propia CIDH formule.

g) El establecimiento de un Código de Conducta que regule la gestión de las Relatorías de la CIDH, para asegurar la coordinación que debe existir entre dichos mecanismos y los Estados.

B) Observaciones de México
México ha recomendado a la CIDH involucrarse de manera más activa en el proceso de cumplimiento de recomendaciones, prestando asesoría técnica y sustantiva a los Estados como parte de su función de promoción de los derechos humanos. 

México estima igualmente importante que la CIDH continúe, en las medida de lo posible, con esfuerzos para atender las recomendaciones del Grupo de Trabajo contenidas en los incisos b), c) y d) anteriores.
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